Poder Judicial de la Nación


CAUSA N° 1506/2007
AGÜERO, ÁNGEL PEDRO Y OTROS  C/ EDENOR
JUZG. N° 11


S.A. S/ DAÑOS Y PERJUICIOS.

SECR. N° 22

En Buenos Aires, a los   24  días del mes de noviembre de dos mil once reunidos en acuerdo los señores jueces de la Sala 2 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, para conocer en recurso interpuesto en autos: “AGÜERO, ÁNGEL PEDRO Y OTROS C/ EDENOR S.A. S/ DAÑOS Y PERJUICIOS”, respecto de la sentencia de fs. 388/393, el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver:



¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?



Practicado el sorteo resultó que la votación debía ser efectuada en el siguiente orden: señores Jueces de Cámara doctores Ricardo Víctor Guarinoni, Alfredo Silverio Gusman y Santiago Bernardo Kiernan. 



A la cuestión planteada, el señor Juez de Cámara doctor RICARDO VÍCTOR GUARINONI dijo: 
                        I. La sentencia de fs. 388/93, admitió parcialmente la demanda que inició el señor Ángel Pedro Agüero, por derecho propio y en representación de sus hijos menores, y en consecuencia condenó a la Empresa Distribuidora y Comercializadora Norte S.A. (Edenor S.A.) a pagar a los actores la suma de $ 192.000 (75% del total), con más sus intereses y las costas del juicio, conforme la proporción allí establecida.



II. Para decidir del modo indicado, el magistrado interviniente, tuvo por cierto, que el día 30 de diciembre de 2004, la concubina y madre de los reclamantes respectivamente, señora Alicia Verónica Sanz, falleció en su domicilio sito en el Partido de Pilar, Provincia de Buenos Aires, al recibir una descarga eléctrica mientras utilizaba su lavarropas, el cual estaba enchufado a la instalación domiciliaria. Y advirtió, que lo que aquí se controvierte, es el deslinde de la responsabilidad, pues mientras la actora la imputa exclusivamente a Edenor S.A. como prestadora del servicio, la empresa demandada aduce como eximente, la culpa de la víctima por el uso incorrecto del electrodoméstico. 



III. Así planteada la cuestión, el juzgador interpretó que, si bien era cierto que al momento de ocurrir los hechos, la señora Sanz estaba usando el lavarropas, sobre un piso húmedo y descalza, ello no constituía motivo suficiente para eximir totalmente de responsabilidad a la emplazada, habida cuenta de que según lo informado por el perito la instalación eléctrica no estaba en regla, por ser precaria y desprolija, tanto dentro del domicilio, como fuera de él.



En consecuencia, el sentenciante estimó que se daba en el caso el supuesto de causalidad acumulativa o concurrente en la generación del evento, por lo que, ponderando las circunstancias personales de la víctima y de su familia, distribuyó la responsabilidad en un 25% a la occisa, y el 75% restante a cargo de la empresa demandada.



IV. Contra la mencionada decisión apelaron: Edenor S.A. a fs. 405/06; la actora a fs. 420 y la Defensora Pública a fs. 430. Las partes expresaron agravios respectivamente a fs. 443/52 y fs. 437/41 vta., habiendo hecho lo propio quien ejerce la representación promiscua de los menores por medio del escrito de fs. 454 en el cual adhirió al contenido del libelo de fs. 437/41 vta. La Empresa accionada contestó el traslado a fs. 468/71 vta. y el interesado a fs. 458/66 a cuyos términos se sumó la Defensora.    



Median además, impugnaciones que se vinculan con las regulaciones de honorarios las cuales serán objeto de estudio por la Sala en su conjunto a la finalización del presente acuerdo.



V. Se agravia Edenor S.A. por las siguientes cuestiones: 1. porque entiende que habiéndose demostrado que la víctima utilizó el lavarropas con los pies descalzos sobre una superficie mojada, no hay ninguna razón para achacarle responsabilidad a su parte; 2. porque de las pruebas colectadas en la causa, cree que es fácil inferir que corresponde rechazar la demanda; 3. porque según surge de los hechos probados, la prestación del servicio de energía eléctrica, no fue decisiva en la producción del lamentable accidente; 4. porque de acuerdo con reiterada jurisprudencia la Empresa demandada no tiene obligación de controlar que la instalación eléctrica del inmueble cumpla con las exigencias impuestas por el Ente regulador; y 5. porque no cabe la concurrencia de culpas, cuando los hechos resultan de la exclusiva responsabilidad de quien sufrió el daño. 



Asimismo, en capítulo aparte, solicita la reducción de las sumas que fueron acordadas para resarcir cada uno de los rubros reclamados, con sustento, entre otras consideraciones, en la pluspetición inexcusable. Por último, pide que no se apliquen intereses al rubro daño moral.



VI. Los actores, se quejan porque consideran que la sentencia establece una indemnización cuyo monto resulta exiguo a los fines de reparar las lesiones sufridas. Y discrepan con las razones que fueron invocadas para determinar la cuantía de los rubros por los que la demanda prosperó. 



VII. En atención al modo en que la cuestión ha quedado planteada, comenzaré por el tratamiento de los agravios de la demandada que involucran el aspecto principal de la cuestión sometida a estudio, es decir el de la responsabilidad que se le endilga en la producción del evento dañoso, la cual en mi criterio, según debo anticipar, ha sido bien discernida y por ello es que propondré que se confirme este aspecto del decisorio.  



VIII. Ello así, no sin antes advertir que el tribunal sólo se ocupará de los aspectos decisivos de la cuestión, sin entrar en consideraciones innecesarias, pues los jueces no están obligados a tratar cada una de las argumentaciones de las partes, sino aquellas que sean conducentes para la correcta solución del caso (Fallos: 262:222; 278:271; 291:390; 308:584 y 331:2077). Destaco, por lo demás, que ese criterio es concordé con el que rige lo referente a la selección y valoración de las pruebas de la causa, de conformidad con lo establecido en el art. 386, segunda parte, del Código Procesal.



IX. Que en tal orden de ideas, creo oportuno recordar, en primer lugar, que según lo ha sostenido la Corte Suprema de Justicia (Fallos: 326:1673 y sus citas de Fallos: 284:279 y 310:2103), la electricidad, a la que resultan aplicables las disposiciones referentes a las cosas (art. 2311 del Código Civil), presenta una condición esencialmente riesgosa que somete a quienes la utilizan como dueños o guardianes a las consecuencias legales previstas en el art. 1113, segundo párrafo, última parte del Código Civil. Y que la responsabilidad de la empresa prestataria del servicio de energía eléctrica, no sólo emana del carácter de propietaria de las instalaciones, sino de la obligación de supervisión que es propia de esa actividad.      



X. De tal modo, es posible sostener que la transmisión del fluido energético compete exclusivamente a Edenor S.A. hasta ingresar al pilar del inmueble que es servido (toma) y desde allí interesa al propietario de la vivienda (art. 2, inc. d, del Reglamento de Suministro Eléctrico aplicable a las concesionarias del Estado Nacional, aprobado por Resolución ENRE 207/95), quien para exculparse debe acreditar su diligencia en los términos del art. 1113 del Código Civil, atento su condición de guardián de la cosa riesgosa (art. 2311 del mismo cuerpo legal) y dueño de las instalaciones de las que provino la descarga. 



XI. Ahora bien, de las constancias obrantes en la causa, en particular del peritaje llevado a cabo por el ingeniero mecánico y electricista Norberto C. Bouco a fs. 180/82 con sus explicaciones de fs. 246/246 bis vta.; y de las declaraciones testimoniales rendidas en el expediente penal, surgen datos que ayudan a esclarecer el caso.



XII. En los informes periciales se dictaminó en cuanto aquí interesa, que la señora Alicia Sanz era clienta de Edenor S.A. desde 1999, pudiéndose considerar a la conexión como nueva; que en su domicilio había un medidor de la mencionada empresa; pero que según las fotografías que fueron tomadas en la entrada de la casa –adviértase que el ingeniero Bouco no pudo acceder a ella porque sus moradores no se encontraban- también es notoria y visible la falta de tablero principal de la vivienda que se debe instalar después del medidor de consumo, -según ENRE 207/95- con los dispositivos de protección y maniobra; y que evidentemente el personal de EDENOR no hizo hincapié en su falta (ver especialmente fs. 181 vta. de la experticia y fs. 246 bis de las explicaciones). Con relación a los demás puntos de pericia, por no haber tenido acceso al lugar en el que ocurrieron los hechos, el profesional se remite a las constancias que obran en las actuaciones penales.



La lectura de la Investigación Penal Preparatoria Nro. 44.094 (15.140) sobre averiguación de causales de muerte, que tramitó en el Registro de Unidad Funcional de Instrucción Nro. 2, Distrito Pilar, y fue archivada después de comprobarse que el fallecimiento de la causante fue accidental, permite recabar que, tras el desgraciado suceso, la víctima yacía con sus pies descalzos en un ambiente de aspecto humilde que medía 2,50 m por 2m, junto a un lavarropas plateado que se encontraba tirado en el suelo de cemento que estaba mojado. Además, que el electrodoméstico carecía de normas de seguridad, no tenia tarima aislante y contaba con una conexión eléctrica precaria, como lo era también, dice, la instalación de la vivienda (confr. los dichos vertidos a fs. 12, por el señor Pedro Antonio Raidel, a la sazón el electricista que fue requerido para revisar el artefacto en cuestión).   



XIII. Así pues, si bien la diligencia en el cumplimiento de la reglamentación acerca del correcto estado de mantenimiento y conservación de la instalación eléctrica desde el pilar y por todo el inmueble, es, según se ha admitido, propia y exclusiva del titular del servicio y no compromete en principio al concesionario (confr. esta Cámara, Sala I, causa 2992/02 del 23. 10.08); no es menos cierto que también se ha interpretado que la responsabilidad de la empresa prestataria del servicio de energía eléctrica, no sólo emana del carácter de propietaria de las instalaciones, sino de las obligaciones de supervisión y vigilancia, que deben cumplirse de modo estricto por el peligro que encierra, teniendo en cuenta que se trata de la provisión de energía eléctrica; y que además cabe presumir que la empresa prestataria puede dominar la fuente de riesgo (art. 902 del Código Civil) porque posee conocimientos técnicos y experiencia como para advertir un eventual peligro, por lo que, en función del profesionalismo que caracteriza su labor, tiene la obligación de vigilar correctamente sus instalaciones y elementos para neutralizar la intervención de terceros o el mal uso que éstos pudieren hacer de las cosas riesgosas que transportan la electricidad (confr. esta Cámara, Sala III, causas 13.527/06 del 18.12.10; y sus citas de causas 2401/97 del 31.8.99; y 11.884/05 del 12.08.08).



XIV. Que no es ocioso destacar aquí que, a diferencia de lo que se resolvió en el precedente que suscribí en la causa N° 762/07 “Diaz, Diego y otro c/ EDESUR S.A. y otro s/ daños y perjuicios” del 18.8.11, confirmando el rechazo de la demanda deducida con motivo del fallecimiento de una niña originado en una descarga eléctrica proveniente de una heladera, por haberse demostrado que el daño se originó exclusivamente en las deficientes condiciones de seguridad del electrodoméstico; en el sub-examine ha quedado demostrada, según las pruebas arrimadas, la concurrencia de responsabilidades entre las partes.



Ello es así, aplicando al caso y en particular al aspecto que aquí se controvierte, los criterios expresados, ponderando los antecedentes aportados -los cuales no han podido ser desvirtuados mediante prueba en contrario- y aún cuando las obligaciones de Edenor alcancen a las consecuencias del suministro hasta las terminales internas del usuario en el pilar correspondiente; pues considero que la inexistencia de tablero y la precariedad de la instalación externa que se verifican en el caso, con la simple observación de las fotografías que fueron agregadas, según lo dictaminó el perito ingeniero, bastan para achacarle responsabilidad a la empresa accionada, en la proporción establecida en el decisorio recurrido, pues como prestataria incumplió sus obligaciones de vigilancia de manera de haberse configurado la responsabilidad civil por culpa “in vigilando”; y además, no logró acreditar, en el sub-examine, que el hecho tu-viera origen en la exclusiva conducta culposa de la víctima.  



XV. Establecida la concurrencia de responsabilidades entre las partes, resta dar tratamiento, en forma conjunta, para evitar reiteraciones innecesarias, a los agravios que las recurrentes esgrimen -con sentido opuesto- con relación a los montos por los cuales prosperó la pretensión, en el caso de los demandantes por considerarlos exiguos y en el de la accionada, elevados, tras haber invocado a lo largo del proceso una pluspetición inexcusable.



XVI. Ello así, no sin antes recordar que la Corte Suprema de Justicia, al fallar en la materia, resolvió que deben rechazarse las críticas referidas a la cuantificación de los daños, si sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador y no consiguen rebatir las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido (confr. Fallos: 327:3925; entre otros). Asimismo, que los jueces no están obligados a seguir a las partes en cada una de sus argumentaciones, limitándose a expresar en tales casos, las razones de hecho y prueba y de derecho que estimen conducentes para la correcta composición del conflicto, metodología que la Corte Suprema de Justicia ha calificado de razonable (doctrina de Fallos: 278:271; 291:390; 294:466 entre otros).



XVII. Con relación al valor de la vida humana, en lo que hace a su cuantificación, debe dejarse de lado una concepción prioritariamente materialista y acoger –en cambio- una comprensión integral de los valores materiales y espirituales que se unen inescindiblemente en ella. En este mismo sentido debe destacarse que, conforme lo ha sostenido la Corte Suprema de Justicia en forma conteste, el valor de la vida humana no resulta apreciable sobre la base de criterios exclusivamente materiales, ni se trata de medir en términos monetarios la exclusiva capacidad económica de la víctima del infortunio, pues de lo contrario ello importaría instaurar una especie de justicia distributiva de las indemnizaciones según la capacidad de producir bienes económicos con el trabajo, resultando incuestionable que en tales aspectos, no se agota la significación de la vida de las personas, pues las manifestaciones del espíritu insusceptibles de medida económica también integran el valor vital de los hombres (doctrina de Fallos: 310:2103; 312:1597; 317:728 y 324:3618; esta Cámara, Sala I, causa 2787/97 del 19.06.07; esta Sala, causas 7555 del 23.7.99; 488 del 16.6.81; 3197/97 del 27.12.01; 1778/98 del 12.04.07; entre muchas otras).



A lo que cabe agregar, que este Tribunal tiene dicho, en lo que aquí interesa, que la circunstancia de que la víctima fuera ama de casa, no constituye, por si sola, un obstáculo para admitir el resarcimiento pretendido, pues no corresponde restarle importancia a la actividad que se realiza dentro del hogar, dado que la familia como institución y célula social básica es protegida en los tratados internacionales a los que se refiere la Constitución Nacional en su art. 75, inc. 22, cuyas disposiciones conducen a valorar la labor de los padres en todos los planos, incluso los trabajos realizados por la mujer dentro de su esfera doméstica que se relacionan con la higiene, educación y alimento de sus hijos. Dichas tareas, aunque se fundan en virtudes y sentimientos que superan el ámbito de lo crematístico, son susceptibles de ser mensuradas económicamente (Conf. Sala III, causa 13.527/03, ya citada).   



En tales condiciones, ponderando que para la cuantificación del presente rubro, debe tenerse en cuenta las condiciones personales del causante y de quienes pretenden ser resarcidos, considerando que al momento del hecho, la víctima tenía 24 años y que en cuanto a la condición socio económica, era ama de casa en la modesta vivienda que ocupaba con su pareja y sus tres pequeños hijos, encuentro justo elevar el monto establecido para resarcir este concepto, a la suma de $ 80.000.



XVIII. En cuanto al daño moral de los menores, si bien este rubro no tiene por qué proporcionarse al del daño material sufrido (confr. esta Cámara, Sala I, causas: 10.084/05 del 17-09-09; 1322/06 del 26.11.09; esta Sala, causa 5045/93 del 29.12.09, entre muchas otras), ponderando además que, según lo ha establecido la Corte Suprema de Justicia, para su determinación juega un rol fundamental la situación de los hijos menores, privados, como consecuencia del fallecimiento del progenitor, de su asistencia espiritual y material en edades en las que ese sostén asume particular significación (Fallos: 310:2103 y 317:1006), adviértase en el caso, la edad que tenían cuando perdieron a la madre, 7 años (ver Partida de Nacimiento de fs. 1), 5 años (ver Partida de Nacimiento a fs. 2) y 3 años (ver Partida de Nacimiento a fs. 3), y que se encuentra fuera de discusión la indudable proyección negativa que el imprevisible y trágico fallecimiento de la señora Sanz provocó en los niños, máxime si se considera que ellos se encontraban en la casa en el momento del accidente y que fueron los primeros en socorrerla y pedir ayuda; y que el daño moral, en casos como el que aquí se plantea, es la consecuencia que según el curso ordinario de las cosas, sucede habitualmente, incumbiendo a quien lo niega, probar que no sucedió (esta Sala, casa 6642/02 del 12.05. 09) lo que en el caso no tuvo lugar, estimo prudente elevar el monto fijado para cada uno de los menores a la suma de $ 50.000. 



XIX. Con respecto a la pertinencia de las restantes pretensiones, en cuanto al daño y tratamiento psicológico, teniendo en cuenta que ha sido bien decidido y calculado en la sentencia, sobre la base de la pericia técnica obrante en autos a fs. 233/45, propongo que se confirme las sumas establecidas tanto para el señor Agüero, como para cada uno de sus hijos.


            XX. Finalmente, en cuanto al reintegro de los gastos de sepelio, también en este aspecto encuentro que la suma establecida por el a-quo para resarcir dicho concepto, con sustento en que, dada su naturaleza no se requiere prueba concluyente, resulta suficiente a los fines de ser atendido, de modo que he de proponer que se la confirme. 



XXI. Por último, con relación al planteo formulado por la demanda, que consiste en sostener que como el daño moral se fija en términos actuales, no corresponde su indexación, apoyado en la cita de precedentes de otros tribunales; resulta suficiente para desestimarlo recordar que, según lo ha decidido esta Cámara, no cabe admitir la exclusión de intereses por el resarcimiento del daño moral ya que no existe fundamento jurídico para proceder de ese modo, pues es sabido que en casos como el del sub-lite, los accesorios se deben desde que se materializó el daño. Y que esto es una consecuencia del principio integral de la indemnización y de la mora, todo lo cual impone el reestablecimiento del equilibrio patrimonial a partir del mismo momento en que él se quiebra (Llambías, J.J., “Tratado de Derecho Civil”, Editorial Perrot, Tomo I, pág. 119, número 94 y arts. 505, inc. 3°, 519 y 1069 del Código Civil y esta Cámara, Sala III, causa 11.884/05 del 12.08.08; esta Sala, causa 4804/97 del 20.11.01. 



XXII. Voto en consecuencia, porque se confirme la sentencia apelada en lo principal que decide y se la modifique en cuanto a los montos por los que prospera con relación a los rubros valor vida y daño moral de conformidad con lo decidido en los considerandos XVII y                        XVIII. Las costas de la alzada, se impone en el orden causado (art. 68, segunda parte del CPCC). 
                        El señor Juez de Cámara doctor Alfredo Silverio GUSMAN dijo: 

                        I. No hallo razones para que nos apartemos del criterio elaborado en la causa 762/07 (“Díaz”), ni para dar a la normativa involucrada un alcance diferente al que le dispensamos en dicho fallo. Sobre todo teniendo en cuenta que, como he podido comprobar de acuerdo a nuestro sistema informático, la interpretación que este Tribunal dio a la normativa federal aplicada en aquella sentencia, adquirió firmeza. No es atinada la distinción que se pretende formular en el considerando XIV del voto que antecede; puesto que la razón sustancial por la que se desestimó la demanda en la sentencia recurrida es la interpretación que se brindó a la normativa en que la actora basó su demanda, similar a la que postularé en este voto.

                        Recuerdo, asimismo, que sin perjuicio de haber practicado un análisis acabado tanto de las constancias de la causa como de los argumentos de las partes, no he de seguir a los contendientes en el orden de sus planteos, pues los analizaré de acuerdo con los aspectos que me parecen decisivos. Debe tenerse presente que los magistrados no nos encontramos ceñidos a tratar cada uno de las razonamientos propuestos por los litigantes en sus agravios; sino sólo los que se estiman conducentes para la resolución del entuerto (conf. C.S.J.N., Fallos: 262:222; 278: 271; 291:390; 308:584; con la actual integración del Supremo 331:2077; entre otros muchos); metodología que, en orden al análisis probatorio, encuentra sustento en el art. 386 del Código Procesal. 

                        II. Uno de los presupuestos de la responsabilidad civil es la relación de causalidad entre el daño padecido y el hecho de la persona o de la cosa a las cuales se atribuye su producción (conf. BUSTAMANTE ALSINA, “Teoría General de la Responsabilidad Civil”, pág. 267); o, como expresa Atilio ALTERINI, la imputación o atribución material de determinado efecto a cierto sujeto de derecho (ver “Responsabilidad Civil”, pág. 135).

                        A fin de determinar la causa eficiente del terrible episodio de la muerte de la joven, es de suma utilidad abordar las constancias de la causa penal que corre por cuerda separada (causa 44.094), que tramitara ante el Ministerio Público del distrito Pilar del Departamento Judicial San Isidro. 

                        Surge de ese legajo, conforme al relato del Sr. GUTIERREZ, que la Sra. SANZ había sufrido un accidente, mientras empleaba el lavarropas (ver folio 1). Los policías actuantes comprobaron, ante el cuerpo de la difunta, que se encontraba descalza, frente a un lavarropas de color blanco, junto a baldes conteniendo ropa mojada y abundante agua derramada en el piso (folio 1 vta.). Según manifiestan los vecinos (ver folio 5), había sufrido una descarga eléctrica en momentos en que se encontraba lavando ropa. El mismo GUTIERREZ testifica que la infausta mujer se encontraba descalza, extremo que es corroborado por la Dirección Delegación Departamental de la Policía Científica de San Isidro (ver folio 10). En la autopsia se constataron lesiones compatibles con lesión electroespecífica o marca de Jellinek en dorso del pie derecho, lo que hace concluir al perito en que la muerte devino por electrocución (ver folio 30). La persona convocada por los instructores para realizar un examen en el lugar del lavarropas, el electricista Pedro REIDEL, luego de examinar las instalaciones y el electrodoméstico el mismo día del hecho, expuso que dicho elemento carece de medidas de seguridad, como la ausencia de una tarima aislante, necesaria puesto que había humedad en la vivienda. Añade que tanto la conexión eléctrica del lavarropas como la instalación eléctrica de la vivienda son precarias (ver fs. 12 vta.).                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                         



Considero acreditado en consecuencia que el daño fue provocado por el descuido de la occisa (la determinación de culpa concurrente en un 25% ha sido consentida por la actora), al soslayar mínimos recaudos, en concurrencia con la precaria instalación eléctrica, tanto respecto del artefacto como de la vivienda en general.

                        II. A continuación, intentaré encontrar, de conformidad con los planteos de la parte actora, alguna acción o incumplimiento de la demandada EDENOR, que de algún modo haya coadyuvado a la producción de la tragedia, para ver si es sustentable la existencia de culpa concurrente con la de la víctima. La demanda se extiende en menciones sobre deficiencias en el mantenimiento de las instalaciones de la vivienda de los actores y  la ausencia de la declaración de conformidad de la instalación  –d.c.i.-, achacando a la concesionaria no haber verificado tal extremo, antes de otorgarles el servicio; e incluso le atribuye responsabilidad por no supervisar regularmente si las instalaciones se encontraban en condiciones. Invoca al efecto la Resolución 207/95 del ente regulador sectorial de la actividad (ver escrito inaugural, fs. 19 vta./20).

                       IV. Ahora bien, luego de compulsar las reglamentaciones del Ente Nacional Regulador de la Electricidad –en adelante E.N. R.E.-, no he podido hallar elemento alguno que me permita imputar algún tipo de responsabilidad a la demandada por el evento dañoso.  



En lo que concierne al precitado acto de alcance general, determina que resultan aplicables a la construcción y mantenimiento de las instalaciones eléctricas en inmuebles, la reglamentación dictada a tales efectos por la Asociación Electrotécnica Argentina (en adelante, A.E.A.). La parte pertinente de interés para la resolución del pleito es el capítulo 771.23 “inspección y mantenimiento de instalaciones”.



Es cierto que el numeral 771.23.1 establece que las instalaciones eléctricas deberán ser objeto de inspecciones previas y una inspección inicial antes de su puesta en funcionamiento o al realizar una modificación, y de inspecciones periódicas. Entre otras verificaciones, debe llevarse a cabo una inspección visual respecto del correcto conexionado de la instalación de puesta a tierra, existencia en todos los tomacorrientes de la conexión del conductor de protección a su borne de puesta a tierra, comprobación en todos los tomacorrientes de la correcta ubicación de los conductores de fase, neutro, y protección de los bornes destinados a tal fin, operación mecánica correcta de los aparatos de maniobra y protección, comprobación de la ubicación, características constructivas e inscripciones indicativas del tablero principal y seccionales, comprobación de la correcta ejecución de las uniones eléctricas de los conductores, etc. También es real que el numeral 771.23.6 establece que las instalaciones eléctricas deberán ser revisadas periódicamente y mantenidas en buen estado conservando las características originales de cada uno de los componentes.



Sin embargo, tal como lo consideramos de manera unánime en el caso “Díaz”, de ningún pasaje de esa reglamentación se puede derivar que las obligaciones que acabo de transcribir se encuentren a cargo exclusivo de la concesionaria. Pareciera que las reglas de la A.E.A. establecen criterios de seguridad a seguir, mas no necesariamente obligaciones en cabeza de la prestataria de la electricidad. Adviértase que el numeral 771.23.1 establece que “Las inspecciones deberán ser realizadas por personal con incumbencias y/o competencias específicas”, disposición ciertamente superflua si se considerara que se está frente a obligaciones que corresponden a la concesionaria. En el mismo sentido, el numeral 771.23.6 indica que “Todas las anormalidades constatadas o potenciales de la instalación, detectables en el material eléctrico y sus accesorios deben ser corregidas mediante su reemplazo o reparación por personal competente” (el subrayado no es original del texto). Impresiona que lo que la reglamentación procura es que tales tareas de inspección y mantenimiento no sean llevadas a cabo por el usuario o por personas no preparadas para esa faena; mas lamento no encontrar basamento alguno para sostener que se trata de exigencias dirigidas a la demandada. 

                        El acierto del hilo argumental que he iniciado, creo que se corrobora con lo dispuesto en el art. 2 incs. “c” y “d” de la Resolución E.N.R.E. 82/02 –reglamento de suministro-; que establece que estamos en presencia de obligaciones que corresponden a los usuarios, conclusión que no es original de este voto sino que ya fue expuesta en el caso fallado por la Sala I en el expte. 2992/02, del 23/10/2008. En efecto, el mentado inc. “c”, precisamente en el capítulo referido a las “obligaciones del titular y/o usuario”, establece: “c) DISPOSITIVOS DE PROTECCION Y MANIOBRA Colocar y mantener en condiciones de eficiencia a la salida de la medición y en el tablero principal los dispositivos de protección y maniobra adecuados a la capacidad y/o características del suministro, conforme a los requisitos establecidos en la Reglamentación para la Ejecución de Instalaciones Eléctricas de inmuebles emitida por la Asociación Electrotécnica Argentina, o la norma que lo reemplace en el futuro. d) INSTALACION PROPIA – RESPONSABILIDADES Mantener las instalaciones propias en perfecto estado de conservación. Mantener los gabinetes y/o locales donde se encuentran instalados los medidores y/o equipos de medición limpios, iluminados y libres de obstáculos que dificulten la lectura de los instrumentos …”. Incluso el inc. “e” de esa norma, bajo el título “COMUNICACIONES A LA DISTRIBUIDORA”, establece que “Cuando el USUARIO advierta que las instalaciones de LA DISTRIBUIDORA (incluyendo el medidor), comprendidas entre la conexión domiciliaria y el primer seccionamiento posterior (tablero del USUARIO) a la salida del medidor, no presentan el estado habitual, y/o normal deberá comunicarlo a LA DISTRIBUIDORA en el más breve plazo posible, no pudiendo manipular, reparar, remover ni modificar las mismas por sí o por intermedio de terceros. En cualquier oportunidad en que el USUARIO advierta la violación o alteración de algunos de los precintos deberá poner el hecho en conocimiento de LA DISTRIBUIDORA”. 

                        Como puede apreciarse, de este conjunto de preceptos surgen obligaciones impuestas al usuario o titular, como la de mantener las instalaciones propias en perfecto estado de conservación y comunicar a la distribuidora si las instalaciones no presentan el estado habitual y/o normal. Lejos están de establecer esa suerte de obligación de seguimiento continuo sobre el estado de las instalaciones –sugerida por la demandante hasta respecto de las existentes dentro de la vivienda- que el actor atribuye a EDENOR; control que, por otra parte, resultaría más que dificultoso concretar en la práctica –como prueba de ello, piénsese que el propio perito designado en estos autos y el consultor técnico de la actora recién lograron verificar la instalación en el domicilio del actor a partir de una específica medida para mejor proveer dispuesta por el “a quo” (ver fs. 246 y 363)-, al menos sin importante mengua al derecho a la intimidad de los usuarios.  

                        En definitiva, el reglamento que se viene analizando, en cuanto a las condiciones de habilitación para las viviendas, se limita a exigir no registrar deudas pendientes por suministro de energía eléctrica u otro concepto similar, dar cumplimiento al depósito de garantía, abonar el derecho de conexión, firmar el formulario de requerimiento de suministro (ver art. 1° inc. “f”). Por otra parte, el inc. “d” del art. 5, disposición ubicada en el plexo relativo a los derechos de la distribuidora; se limita a establecer que por propia iniciativa en cualquier momento la distribuidora podrá inspeccionar las conexiones domiciliarias, las instalaciones internas hasta la caja o recintos de los medidores o equipos de medición, como asimismo revisar, contrastar o cambiar los existentes.
 

                        Asimismo, en el precedente “Díaz” ya citado, en el que se debatió el alcance de las normas en juego en este proceso ante una plataforma fáctica similar, concluimos por unanimidad los jueces que integramos esta Sala, que el mantenimiento y cuidado de la parte de la instalación hacia el “lado fuente” en el sentido del flujo de la energía corresponde a la Distribuidora; y el mantenimiento y cuidado de la parte de la instalación hacia el “lado carga” corresponde al usuario, estando éste a cargo del mantenimiento, instalación y control de la instalación eléctrica interna del inmueble. También se consideró en aquella sentencia que el mantenimiento del tablero principal y el resto de la instalación hacia el interior de la vivienda es de incumbencia del usuario de la misma. 

                        VII. Otro de los agravios de la demandante trasunta acerca del incumplimiento del deber de información de la demandada. A mi modo de ver el argumento no es convincente. La reglamentación analizada exige al concesionario, sin perjuicio de otras medidas de difusión que el prestatario considere adecuadas, fijar en un cartel o vitrina en cada una de sus instalaciones donde se atienda al público tanto el cuadro tarifario como un anuncio comunicando que se encuentra a disposición de los usuarios copias del reglamento de suministro, transcribiendo además en el anuncio el texto completo de los arts. 2 y 3 del mismo y las normas de calidad del servicio resultantes del Subanexo “Normas de Calidad del Servicio Público y Sanciones” del contrato de concesión (ver art. 4 inc. “h”). 

                        Por mi parte interpreto que lo dispuesto en el art. 4 inc. “d” del reglamento que vengo analizando tampoco mejora la postura de la actora, pues sólo alude a un genérico deber de información, y la ambigüedad del texto tampoco permite tener claro si esa información debe brindarse a los usuarios o a los directivos de la concesionaria. Al margen de esa duda, no me parece que sea título suficiente para endilgarle a EDENOR responsabilidad por el hecho trágico. 

                        VIII. Si bien cierto es que la energía eléctrica es una cosa riesgosa, y por ende resultaría de aplicación el art. 1113 del Código Civil, las circunstancias que rodearon el trágico episodio (ver el relato en el Considerando II de esta propuesta), operan como interruptor del nexo causal del daño (ver además del art. 1113, el art. 1111 del Código Civil).

                        En cuanto a la pericia técnica, valorada de conformidad con la pauta que emerge conjugando los arts. 386 y 477 del Código Procesal, el dictamen inicial (ver fs. 180/182)  no explica la mecánica ni el origen del desgraciado hecho (se acompaña un gráfico que poco ayuda a esa comprensión, que además es idéntico al que consta en la causa penal), sus afirmaciones son genéricas y, en algunos pasajes, de tenor conjetural. Por cierto, corrobora que la víctima estaba lavando ropa en el interior de la vivienda y había agua en el recinto o ropa mojada. Dicho parecer fue impugnado por la demandada (ver fs. 214/215). La respuesta a las objeciones obrante a fs. 245/246, trasluce la molestia del perito con la parte actora y en especial con su letrado, abundando en apreciaciones que quizá no tengan entidad como para desacreditar el informe en su integridad, aunque si me llevan a analizar con prudencia las respuestas brindadas. Por otra parte, determinar el responsable de mantener en condiciones las instalaciones o de colocar un disyuntor diferencial, es una cuestión que se vincula con la interpretación normativa que se pueda formular de las distintas reglamentaciones del E.N.R.E., que parecen ajenas a la sapiencia del dictaminador, por lo que las conclusiones obrantes a fs. 372/374 carecen de fuerza disuasiva. Igual consideración me merece su análisis -más jurídico que técnico mecánico- de la influencia de la actividad de la víctima como interruptora de la relación de causalidad. 

                        IX. En atención a lo expuesto, voto por revocar la sentencia apelada y rechazar la demanda. Con costas a la parte actora en atención al principio de la derrota (art. 68 del C.P.C.C.N.).

El señor Juez de Cámara doctor Santiago Bernardo KIERNAN dijo: 

                        I. En primer lugar cabe remitirse al primer voto en lo concerniente a la traba de la litis en esta instancia, brevitatis causae.

                        II. Respecto de la cuestión principal, esto gira en torno a la determinación de la responsabilidad de la demandada, es decir la relación de causalidad enttre el daño padecido y el hecho de la persona o de la cosa a las cuales se atribuye su producción.

                        III. En la causa n° 44.094, que tramitó en el Juzgado de Garantías n° 2, dependiente del Ministerio Público del distrito Pilar del Departamenteo Judicial de San Isidro, el Sr. Néstor Dardo Gutiérrez relató que a Sra. Alicia Verónica Sanz sufrió un accidente doméstico mientras empleaba un lavarropas. Los policías intervinientes, procedieron a observar a la persona indicada como accidentada, que se encontraba en la parte trasera del automotor Renault AMI 8, color marrón, de propiedad del Sr. Gutiérrez. La Sra. Sanz se encontraba aparentemente mojada, vestida y descalza. Al ingresar la policía a la vivienda encontraron en uno de los ambientes un lavarropas color blanco, tendido en el suelo, con ropas aparentemente mojadas, y abundante agua derramada en el piso (confr. acta plicial de los Sres. Plivieri y Vallejos, ver fs. 1/vta.). Momentos más tarde, se presenta la Dra. Valeria Paula Neyret en ambulancia de Pilar, quien examina a la mujer, constatando el óbito de la misma.

                        En la audiencia testimonial del señor Gutiérrez -ver fs. 10 de la causa mncionada ut supra- declaró que la Sra. Sanz había sufrido una descarga eléctrica en momentos en que se encontraba lavando la ropa, estando esta última descalza y mojada. Conforme lo esbozado por el Electicista Reidel a fs. 12, surge que el lavarropas estaba tirado en el piso de cemento, se encontraba agua en el suelo y que dicho electrodoméstico carecía de las medidas de seguridad como una tarima aislante; con resepcto a la conexión eléctrica del lavarropas el Sr. Neidel menciona que es muy precaria, como así también la instalación de la vivienda en general.

                       En la autopsia de fs. 24/31, encontraron en el cuerpo de la Sra. Sanz lesiones electoespecíficas de Jellinek, lo que lleva al perito a deducir que se está en presencia de una muerte por electrocución (confr. fs. 30 de la causa 44.094). 

                        IV. En el precedente “Díaz Diego Hernán y otro c/ Edesur S.A. s/ daños y perjuicios”, del 18.10.10 consideramos -por unanimidad- que resultan aplicables a la construcción y mantenimiento de las instalaciones eléctricas en inmuebles la reglamentación dictada por la Asociación Electrotécnica Argentina -A.E.A.-, más precisamente el capítulo 771.23 referente a la “inspección y mantenimiento de instalaciones”. Las reglas esta-blecidas por la A.E.A. señalan criterios de seguridad a seguir, mas no necesariamente obligaciones en cabeza de la prestataria de la electricidad. El mantenimiento y cuidado de la parte de la instalación hacia el “lado fuente” en el sentido del flujo de la energía corresponde a la Distribuidora; y el matenimiento y cuidado a la parte de la instalación hacia el “lado carga” corresponde al usuario, estando éste a cargo del mantenimiento, instalación y control de la instalación eléctrica interna del inmueble. Asimismo, el mantenimiento del tablero principal y el resto de la instalción hacia el interior de la vivienda es de incumbencia del usuario de la misma. 

                        Como es sabido, la energía eléctrica es una cosa riesgosa, y por ende resultaría de aplicación el art. 1113 del Código Civil, sin embargo las circunstancias que rodean el caso (ver el relatlo del Considerando III de esta propuesta), operan como interruptor del nexo causal del daño (vder art. 1111 del Código Civil).

                        Ello sentado, y de acuerdo con ls reglamentaciones del Ente Nacional Regulador de la Electicidad, no encuentro elemento alguno que permita imputaer responsabilidad a la demandada por el evento dañoso.  

                        V. Por lo expuesto, voto por hacer lugar a la apelación de la demandada y absolver libremente a Edenor S.A. de la demanda de fs. 15/26, revocándose el pronunciamiento de fs. 388/393, con costas de ambas instancias a la actora perdidosa (art. 68 del CPCCN).

                        Con lo que terminó el acto. RICARDO VÍCTOR GUARINONI – ALFREDO SILVERIO GUSMAN - SANTIAGO BERNARDO KIERNAN -.

                        Es copia fiel del acuerdo original que obra en las páginas n° 266 folio n° 59  tomo n° 4 del Libro de Acuerdos de la Sala 2 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal.

Buenos Aires,    24   
de noviembre de 2011.-



Y VISTOS: por lo que resulta del acuerdo que antecede, se revoca la sentencia apelada y se rechaza la demanda. Con costas a la parte actora en atención al principio de la derrota (art. 68 del C.P.C.C.N.).



En los casos de rechazo total de la demanda el Tribunal tiene decidido, como regla general, que a los fines arancelarios, corresponde computar la totalidad de la suma reclamada con más los intereses apreciados prudencialmente hasta el presente (conf. esta Cámara en pleno, “Ford Motors S.A. c/ Gobierno Nacional” del 7.9.76 y causa 21.961/96, ““La Territorial de Seguros S.A. c/ Staf s/ incidente”, del 11.9.97).



Empero, esta doctrina no es de aplicación a los juicios por daños a las personas por cuanto los rubros indemnizatorios pretendidos son unilateralmente estimados por la propia víctima y sujetos generalmente a la fórmula “en lo que en más o en menos resulte de las pruebas ofrecidas” (ver escrito de demanda de fs. 15).



Por lo tanto, para una adecuada regulación en este tipo de procesos que carecen de condena cabe atender a la cifra que razonablemente hubiera podido corresponder a la víctima de haber prosperado la acción (tomando como base regulatoria $ 192.000 con más intereses fijados desde el hecho dañoso hasta el efectivo pago), sobre la base de los hechos invocados (conf. esta Cámara, Sala I, causas: 3078 del 16.11.84, 1110 del 29.5.85, 3487 del 21. 6.85, 1263del 9.10.90, esta Sala causa, 8395/2006 del 10.06.11, entre muchas otras). El mismo estándar, aunque para un supuesto diferente, ha sido consagrado en el art. 20 de la ley 21.839, texto según la reforma del art. 12, inc. g, de la ley 24.432.



Cabe recordar, por lo demás, que el monto reclamado no es ni puede ser la única base computable para efectuar una regulación de honorarios (Corte Suprema, Fallos: 241:202; 257:143; entre otros), puesto que debe también adecuarse al mérito, a la extensión, a la naturaleza y a la importancia de la labor profesional realizada, como lo pone de manifiesto en el preepto del art. 6 del arancel, incisos b, c, d y f.



Por consiguiente, meritando las particularidades enunciadas y las etapas cumplidas, se fija los honorarios de la dirección y representación de la parte actora Dres. Gustavo G. REGIS y Héctor F. ABINET en la suma de TREINTA Y SEIS MIL QUINIENTOS PESOS ($ 36.500) y ONCE MIL PESOS ($ 11.000), respectivamente. Asimismo, se regula los emolumentos del letrado y apoderado de la parte demandada, Dr. Aníbal R. ZUVIRÍA en la suma de SESENTA Y SIETE MIL OCHOCIENTOS PESOS ($ 67.800) (arts. 6, 7, 9, 10, 19, 37 y 38 de la ley 21.839, modificada por la ley 24.432).



Atendiendo a análogas razones, en lo pertinente, y a la adecuada proporción que los honorarios de los peritos debe guardar con la de los profesionales de las partes (Corte Suprema, Fallos: 300:70; 303:1569, entre otros), se fija los honorarios del perito ingeniero mecánico y electricista Sr. Roberto BOUCO, en la suma de DIECISIETE MIL QUINIENTOS PESOS ($ 17.500); asimismo, se regula los emolumentos de la perito psicóloga Lic. Zulma Inés LUNA en la suma de DIECISIETE MIL QUINIENTOS PESOS ($ 17.500).



Considerando que la labor de los consultores técnicos no es equiparable a la de los peritos (conf. esta Cámara, Sala I, causas: 3178 del 20.9.85; 5520 del 287.10.88, entre otras) pues constituye, bien que referido al aspecto concreto de su actuación, una figura análoga a la del abogado y, por consiguiente las razones que pueda exponer tienen efecto como si proviniesen de la parte “misma” (conf. F Carnelutti, “Instituciones del Proceso Civil”, traduc. española, Bs.As. 1973, números 109 y 111; Sala I, causas 3244/93, del 28.12.93; 5723/92 del 25.8.94, sus citas, esta Sala causa n° 15.281/04 y otras), se fija los honorarios del consultor de la actora, Sr. Walter Tomás COPPIO en la suma de CINCO MIL DOSCIENTOS CINCUENTA PESOS ($ 5.250).



Por la labor realizada en la Alzada, valoando el monto disputado y el éxito obtenido, se regula los honorarios de la dirección y representación de la parte actora Dres. Gustavo R. REGIS y Héctor F. ABINET en la suma de SIETE MIL PESOS ($ 7.000) y DIEZ MIL PESOS ($ 10.000), respectivamente. Asimismo, se regula los emolumentos de la dirección y representación de la parte demandada, Dr. Aníbl R. ZUVIRÍA en la suma de VEINTICUATRO MIL PESOS ($ 24.000) (art. 14 y citados de la ley de arancel).  
   

Regístrese, notifíquese y devuélvase.

RICARDO VÍCTOR GUARINONI

ALFREDO SILVERIO GUSMAN

SANTIAGO BERNARDO KIERNAN

